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Editorial 

 

 
 

Durante este tiempo de pandemia la Revista Primera Instancia ha sido parte 

fundamental en la realización de dos congresos internacionales de derecho convencional, 

con la participación de investigadores y profesores de diversas partes de Latinoamérica y 

Europa, cuyo resultado, entre diversas acciones permanentes, ha sido la publicación de 4 

libros:  Control de convencionalidad. Efecto expansivo de protección de derechos 

humanos; Derecho procesal convencional interamericano; Diálogo procesal 

interamericano, editados por la editorial Primera Instancia y el texto Parámetros 

convencionales de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales editado por 

la editorial Tirant lo blanch.    

La trascendía de estas obras destacan, ante la existencia de la gran cantidad de libros 

y artículos que llevan en el título de derecho convencional o de derecho procesal 

convencional, pero en el contenido de éstos nada se dice en relación a la importancia que 

tiene hoy el derecho convencional, como una rama autónoma del derecho, tanto de manera 

sustantiva como adjetiva. 

Por ello este año se estarán realizando más encuentros académicos sobre esta 

temática, con la única finalidad de abordar el estudio del derecho desde una perspectiva 

real, más de argumentos vetustos y emotivos, sobre todo, el resultado es mejores estándares 

de protección de los derechos humanos.     

En este nuevo número se presentan artículos de destacados juristas con temas de 

gran importancia para comprender los fenómenos jurídicos actuales:  

POLÍTICAS PÚBLICAS Y PROGRAMAS DE SALUD APLICADOS POR LA 

CUARTA TRANSFORMACIÓN EN MÉXICO EN FAVOR DE LOS PUEBLOS 

INDÍGENAS de Blanca Torres Espinosa, Carlos Ernesto Arcudia Hernández y Sara 

Berenice Orta Flores; ANÁLISIS DEL DERECHO CONVENCIONAL EN MATERIA 

DEL DERECHO AL IDIOMA Y AL INTÉRPRETE de Nuccia Seminario Hurtado; EL 



DERECHO A LA SALUD EN LA JURISPRUDENCIA DE LA SALA 

CONSTITUCIONAL DE COSTA RICA de Haideer Miranda Bonilla; LA 

RESIGNIFICACIÓN AUTOPOIÉTICA DE LA JURISDICCIÓN BRASILEÑA, A 

PARTIR DE UN ANÁLISIS POLICONTEXTURAL de Leonel Severo Rocha y Marcelino 

Meleu; HACIA LA ARMONIZACIÓN DE UNA LEY GENERAL EN MECANISMOS 

ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS de Paola Jackeline Ontiveros 

Vázquez; AMICUS CURIAE PRESENTADO A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DE LA NACIÓN (MÉXICO): OPT IN VS. OPT OUT, COSA JUZGADA, 

NOTIFICACIÓN, EJECUCIÓN DE LA CONDENA, GASTOS Y COSTAS de Antonio 

Gidi; LA EDUCACIÓN INTERCULTURAL BILINGÜE COMO DERECHO 

AUTÓNOMO Y EXCLUSIVO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS A LA LUZ DEL 

SISTEMA DE PROTECCIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS de 

Nuccia Seminario Hurtado, Mario Tomás Espinosa Santiago, Isabel Pérez Santiz, Nayeli 

García Velásquez y Miguel López Mayo y EFICIENCIA DE LA JUSTICIA 

CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL EN EL EJERCICIO DEL DERECHO A LA 

LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN de María Auxiliadora Sarmiento 

Vergara, Valeria Milena Fernández Meza, María José Torres Valdivieso, María Emilia 

Becerra Becerra, María Antonieta Ribadeneira Rodríguez y Karola Nicole Ricaurte 

Calderón. 

Estamos inmersos en una revolución jurídica, esencialmente por la influencia de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos en el ámbito interno de los países 

latinoamericanos adheridos a l Sistema Interamericano de Derechos Humanos que requiere 

de muchas voces y reflexiones para comprender los nuevos parámetros de protección a los 

derechos humanos. 

Esperando que nuestra publicación venga a contribuir y a impulsar la nueva cultura 

jurídica de protección de los derechos humanos. 

 

Alfonso Jaime Martínez Lazcano 

Editor y Director General 

 

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, 5  d e m a y o  de 2021. 
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SUMARIO: I. Introducción. II. Alcance del derecho de libertad de expresión en Ecuador. 

III. Cambios legislativos. IV. Caso Diario La Hora. V. Caso Revista Vistazo. VI. 

Conclusiones. VII. Bibliografía. 

 

Resumen: El derecho a la libertad de pensamiento y expresión se encuentra reconocido en el 

artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos, misma que ha sido ratificada 

por el Ecuador, sometiéndose este a sus normas. El presente trabajo tiene por objeto 

desarrollar el concepto y alcance de este derecho dentro del territorio ecuatoriano. Para 

cumplir con ello, se hará un breve repaso histórico del lugar que ha ocupado el derecho a la 

libertad de pensamiento y expresión dentro del marco jurídico ecuatoriano, concluyendo con 

el análisis de casos que han llegado a la Corte Constitucional del Ecuador, que resaltan la 

posición de la jurisprudencia frente al ejercicio de este derecho. 

 

Palabras clave: Constitución, Convención, derechos, jurisprudencia, libertad de opinión y 

expresión. 

 

Abstract: Freedom of thought and expression is a right recognized in Article 13 of the 

American Convention on Human Rights, which has been ratified by Ecuador, subjecting 

itself to its norms. The present work aims to develop the concept and scope of this right 

within the Ecuadorian territory. To comply with this, a brief historical review will be made 

to explain the place that the right to freedom of thought and expression has occupied within 

the Ecuadorian legal framework, concluding with the analysis of cases that have reached the 

Constitutional Court of Ecuador, which highlight the position of jurisprudence regarding the 

exercise of this right. 

 

Keywords: Constitution, Convention, rights, jurisprudence, freedom of opinion and 

expression. 
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I. INTRODUCCIÓN 

Muchos no saben que Ecuador, en el año 2011, realizó una consulta popular con el fin de 

controlar los medios de comunicación.2 Los resultados de la consulta reflejaron que la 

mayoría de ecuatorianos estaban interesados en regular la libertad de expresión, en normas 

dirigidas a los medios de comunicación y a los ciudadanos.  

La Consulta Popular preguntaba a los ciudadanos si estaban de acuerdo con la 

creación de una Ley que responsabilizaba a comunicadores o medios emisores por la difusión 

del contenido en sus redes a través de un Consejo de Regulación. Y si bien la diferencia entre 

las personas que votaron “sí” y las que votaron “no” fue aproximadamente de un 2%,3 los 

resultados dieron lugar a la creación de la Ley Orgánica de Comunicación Social4 mejor 

conocida como “Ley Mordaza” por la serie de limitaciones a la libertad de expresión.  

 

II. ALCANCE DEL DERECHO DE LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN ECUADOR 

El derecho a la libertad de pensamiento y expresión, según el artículo 13 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos (CADH) comprende la libertad de buscar, recibir y 

difundir informaciones e ideas de toda índole, o por cualquier medio y de cualquier forma 

posible.5  

Debe señalarse que el ejercicio de este derecho no se sujeta a censura alguna, sin 

embargo, sí se encuentra limitado por el cumplimiento de responsabilidades ulteriores 

dirigidas a garantizar: a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b) la 

protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o moral públicas.6 De esta 

                                                      
2 La pregunta realizada fue la novena, esta decía: “De la regulación de las actividades y de la responsabilidad 
de los medios de comunicación ¿Está usted de acuerdo que la Asamblea Nacional, sin dilaciones, dentro del 
plazo establecido en la Ley Orgánica de la Función Legislativa, expida una Ley de Comunicación que cree un 
Consejo de Regulación que regule la difusión de contenidos en la televisión, radio y publicaciones de prensa 
escrita que contengan mensajes de violencia, explícitamente sexuales o discriminatorios, y que establezca 
criterios de responsabilidad ulterior de los comunicadores o los medios emisores?”. Esta obtuvo 3 '882.379 
votos a favor, que representan el 51,68% del pueblo ecuatoriano que respondió, y 3' 630.263 votos en contra, 
siendo estos el 48,32% de dichos votantes.  
3 Consejo Nacional Electoral. Resultados del Referéndum y Consulta Popular 2011, Registro Oficial N° 490, 
13 de Julio del 2011. 
4 Registro Oficial N° 22 de 25 de junio de 2013. 
5 La CADH fue suscrita tras la Conferencia Especializada Interamericana de Derechos Humanos, el 22 de 
noviembre de 1969 en San José, Costa Rica. Entró en vigencia el 18 de julio de 1978. Ecuador la ratificó en el 
Acuerdo Ministerial 202 promulgado en el Registro Oficial 801 del 6 de agosto de 1984. 
6 Nota 1: numeral 2 del art. 13 de la CADH. 
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manera, se reconoce que el derecho a la libertad de expresión no es absoluto, sino que admite 

limitaciones.   

Dentro de este orden de ideas, es menester destacar que la CADH se opone a restringir 

el ejercicio del derecho en cuestión, prohibiendo el abuso y manipulación de los medios de 

comunicación y difusión de ideas, ya sea por entidades de control público o particular.7 En 

efecto, los países que han ratificado la CADH deben garantizar a la ciudadanía el acceso a 

todos los canales de información, procurando que lo difundido por estos se encuentre libre 

de controles oficiales de autoridades. Así, las personas pueden acceder a información 

verídica, útil y necesaria para forjar un criterio acerca de la realidad. 

La libertad de pensamiento y expresión es ejercida a través de medios indeterminados, 

incluso espectáculos públicos como obras teatrales, conciertos, películas en salas de cine, 

entre otros. A pesar de la prohibición a restringir las vías de difusión de información, la 

CADH considera necesario la existencia de censuras dirigidas a proteger la moral de la 

infancia y la adolescencia.  

Esto quiere decir que, se permitirá la realización de eventos públicos con contenido 

no apto para todas las edades, siempre y cuando se regule el acceso de niños y adolescentes. 

Ahora, existen escenarios en los que sí se permite la clausura o cierre de estos espectáculos, 

como por ejemplo, cuando proyecten, inciten o promuevan propaganda a favor de la guerra, 

odio nacional, racial o religioso.8  

La jurisprudencia interamericana de la Corte ha establecido en sus fallos que la 

libertad de expresión tiene dos dimensiones. La dimensión individual que asegura la 

posibilidad de utilizar cualquier medio idóneo para difundir el pensamiento propio y llevarlo 

al conocimiento de los demás; y, la dimensión colectiva o social, indicando el derecho que 

tiene la sociedad de recibir dicho mensaje.9 Con esta dualidad se otorga una seguridad para 

que la opinión pública sea la que pondere el mensaje proveniente del emisor. 

                                                      
7 El artículo 13 numeral 3 de la CADH, indica lo siguiente: “Art 13. (...) 3. No se puede restringir el derecho 
de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel 
para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información 
o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones”.  
8  Nota 2: numeral 4 del art. 13 de la CADH. 

9 BOTERO, Catalina, Marco jurídico interamericano sobre el derecho a la libertad de expresión. Relatoría 
Especial para la Libertad de Expresión, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009, p. 5. Véase: 
http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/publicaciones/MARCO%20JURIDICO%20INTERAMERICANO
%20DEL%20DERECHO%20A%20LA%20LIBERTAD%20DE%20EXPRESION%20ESP%20FINAL%20p
ortada.doc.pdf, consulta 27/10/2020. 
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Es de vital importancia recordar que la expresión y la difusión de pensamientos e 

ideas son indivisibles, inalienables, universales e interdependientes. Universal debido a que 

es inherente del ser humano. Inalienable ya que no se va a poder ignorar a excepción de 

situaciones específicas, siempre que se respeten las garantías procesales debidas. 

Interdependiente e indivisible porque, así como el ejercicio de un derecho facilita el ejercicio 

de los demás, la privación de un derecho va a dificultar el ejercicio del resto.10 Esto se 

entiende ya que, si no existe la divulgación, también se limita directamente a la expresión.  

Pero en sí, ¿en qué consiste el derecho a la libertad de expresión? Este es el ejercicio 

pleno del derecho a expresar las propias ideas y opiniones, pudiendo circular la información 

disponible y siendo posible deliberar de manera abierta y desinhibida sobre los asuntos que 

nos conciernen a todos.11 Este derecho cumple con tres funciones importantes que lo vuelven 

fundamental.  

Primero, es esencial para la realización del ser humano, ya que, sin este, nos 

estaríamos negando el derecho a pensar y compartir con otras personas nuestras opiniones, 

es decir, la más básica de nuestras libertades.12 De esta manera, se le puede ver como un 

derecho individual donde el ser humano puede pensar y ver lo que le rodea desde su propia 

perspectiva, emitiendo juicios de valor únicos de cada persona, los cuales va a poder 

compartir con el resto de su círculo social. Siguiendo esto, se explica la creación y existencia 

del arte, la ciencia, la tecnología y la política, como ciertos ejemplos a mencionar de lo que 

es la libertad de expresión en diferentes dimensiones.13 

Segundo, es importante tener en cuenta que este derecho permite el desarrollo de la 

democracia. Sin democracia, no hay libertad de expresión, y sin libertad de expresión, no hay 

democracia. Es necesario que se garantice este derecho para que exista una opinión pública 

debidamente informada que se encuentre consciente de todos sus derechos, un control por 

parte de la ciudadanía sobre la gestión pública realizada por sus autoridades, asimismo como 

una exigencia de responsabilidad hacia dichas autoridades y funcionarios públicos.14  

                                                      
10 CHOCARRO, Silvia, Estándares internacionales de libertad de expresión: Guía básica para operadores de 
justicia en América Latina, Center for International Media Assistance (CIMA), 2017, p. 6. Véase: 
https://www.corteidh.or.cr/tablas/r37048.pdf, consulta 26/10/2020. 
11 Ibíd, p. 3.    
12 Ibíd, p. 6. 
13 Ibíd, p. 2. 
14 Ibíd, p. 3. 
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Ahondando en el alcance del derecho a la libertad de expresión y pensamiento, la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) expresa que es el sustento para la 

democracia, debido a que el acceso a medios de expresión e información va a garantizar el 

desempeño de ella y permitirá a las personas tomar decisiones sobre la sociedad en la que 

quieren vivir.15 

Tercero, de igual manera va ser indispensable para el ejercicio de otros derechos 

humanos, como los de libertad de asociación, de asamblea, de pensamiento, de conciencia y 

de participación de los asuntos públicos. Además, difícilmente se van a poder ejercer aquellos 

otros derechos como es el de la educación o incluso el de la salud, tan importante en la 

situación que estamos viviendo actualmente.16  

Tomando como referencia la jurisprudencia interamericana, esta expresa que el 

derecho a la libertad de expresión es sustancial para el desarrollo de otros derechos como el 

de libertad religiosa, de identidad étnica o cultural y al derecho de igualdad, el cual conlleva 

el goce de derechos sociales básicos, incluyendo el de no discriminación. La Corte IDH 

menciona que se estarían irrespetando otros derechos humanos si no se contempla la libertad 

de expresión.17  

En consecuencia, Ecuador, por haber ratificado la CADH, está obligado a cumplir los 

estándares mencionados, asegurando que el ejercicio a la libertad de expresión y pensamiento 

se cumpla sin impedimento alguno en toda la extensión de su territorio.  

 

III. CAMBIOS LEGISLATIVOS 

En lo correspondiente a los cambios legislativos que registra Ecuador en su historia, podemos 

destacar que la libertad de expresión y opinión para los ciudadanos ha sido consagrada desde 

el inicio en su Constitución. A continuación, se dará una breve explicación del 

reconocimiento normativo de la libertad de expresión en las constituciones ecuatorianas.  

Desde el año 1830 que se publicó en el Diario de la Convención Nacional, la entonces 

llamada Constitución del Estado del Ecuador, se tipificaron en ella “Los Derechos Civiles y 

Garantías”. En el artículo 64, se mencionaba que todos los ciudadanos se encontraban 

                                                      
15 Ibíd, p. 6. 
16 Ibíd, p. 6.  
17 BOTERO, Catalina, op. cit., p. 4.  
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facultados para que, con total libertad, puedan publicar y expresar sus pensamientos.18 La 

prensa era el medio predilecto para poder plasmar las palabras de los ecuatorianos, sin 

embargo, los textos estaban sujetos a que se respete la decencia y moral pública. El mismo 

texto se encuentra en la Constitución de 1835. 

Es desde 1843, en la llamada Constitución Política de la República del Ecuador, que 

se encuentra un cambio en la redacción sobre la libertad de expresión. En esta se menciona 

que cualquier persona que se encuentre residiendo en el país está en todo su derecho de 

publicar sus pensamientos y opiniones.19 Lo interesante sobre este texto normativo derogado, 

es que no existe la censura previa sobre lo que se escriba e imprima. 

Asimismo, la persona que difunda este contenido deberá acogerse a lo que la ley 

establezca, para así tener un marco legal de restricción, el cual castiga el abuso de este 

derecho según el contenido. En la Constitución subsiguiente, en 1845, no hay un cambio 

como tal en cuanto al texto legal. 

A diferencia de anteriores ejemplos mencionados sobre cómo recogía Ecuador a la 

libertad de expresión y opinión, en la Constitución de 1851 se aludía expresamente a la 

religión. Si bien se permitía expresar y publicar de manera libre y con pleno derecho ideas y 

opiniones, cuando se trataba temas ligados a la religión del Estado, tenía que guardarse un 

debido respeto.20 Cabe resaltar que, en todas y cada una de las Constituciones que se han 

mencionado hasta el momento, al inicio de estas existía un preámbulo donde se mencionaba: 

“en el nombre de Dios, autor y supremo legislador del universo”.21  

En el año 1869 toma más forma el texto legislativo, nombrándose a la libertad de 

expresión de pensamiento como un derecho que no debía ser censurado de manera previa. El 

medio de difusión de la información ya no iba a ser solamente la prensa.22 No obstante, se 

mantenían limitaciones como el respeto a la moral, la decencia y la religión. No fue un 

                                                      
18 Constitución del Estado del Ecuador, publicada en el Diario de la Convención Nacional el 14 de junio de 
1830, consulta 02/10/2020. 
19 Constitución Política de la República del Ecuador, publicada en el Diario de la Convención Nacional el 01 
de abril de 1843. Nota: art. 87.  
20 Constitución Política de la República del Ecuador, publicada en el Diario de la Convención Nacional el 25 
de febrero de 1851. Nota:  art. 110.  
21 Hasta el año de redacción de estas constituciones, en Ecuador no existía una separación entre la Iglesia y el 
Estado. Por lo tanto, la Iglesia Católica influía directamente en la administración del Estado. 
22 Constitución, publicada en el Diario de la Convención Nacional el 28 de julio de 1869. Nota: art. 102. 
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cambio notorio, sin embargo, es un texto más elaborado para la época en la que se 

promulgó.23 

Más adelante en la Constitución de 1878, en su artículo 17, numeral octavo, se 

consagró que el Ecuador garantizaba el derecho a la libertad de expresión y que en ningún 

caso podía existir censura o calificación previa del texto que sea compartido. De igual manera 

que en las anteriores constituciones, la persona debía atenerse  a la responsabilidad sobre el 

contenido de su publicación.24 

En la Constitución de 1906, se hablaba de garantías individuales y políticas que el 

Estado estaba constreñido a respetar. En este año se incluyó a la injuria, calumnia o insulto 

personal como parte de los motivos por los que se podía acusar y denunciar el contenido que 

se haya publicado, escrito o dicho.25 Este texto no difiere de su sucesora, la Constitución de 

Ecuador de 1929, donde solo se agrega que la libertad de opinión, de cualquier manera que 

sea expresada, incluso a través de dibujos, son derechos fundamentales de los habitantes de 

la Nación.26 

Un cambio notorio y trascendental para los ecuatorianos y para el progreso de la 

libertad de expresión y opinión se da en el año 1945, cuando en la Constitución Política del 

Ecuador se aceptó que cualquier medio sería idóneo para ejercer este derecho. Asimismo, se 

mantuvieron la calumnia e injuria como responsabilidades que pueden traer repercusiones en 

el caso de ser irrespetadas.27 

                                                      
23 Un personaje reconocido como uno de los mayores representantes de la libertad de expresión, dentro de 
Ecuador, fue Juan Montalvo. Frente al contexto histórico de Gabriel García Moreno, quien fue la persona 
encargada de la redacción de la Constitución de 1869, mantuvo una lucha constante en contra de las 
consecuencias causadas por la Revolución Francesa sucedida en 1978, misma que fue precedente histórico, no 
solo para Ecuador sino para Latinoamérica a que sean incluidas las libertades básicas de expresión. Se debe 
tomar en cuenta que el papel de la Revolución Americana fue el principal detonante para García Moreno que 
murió asesinado tras combatir la evolución de las personas en ser libres de expresarse, opinar y pensar diferente 
a los políticos de turno. Es ahí donde Juan Montalvo toma relevancia, siendo el personaje histórico, que sin 
miedo se expresó e invitó al pueblo ecuatoriano a levantar su voz para defender sus creencias, sus ideologías y 
su libertad de pensamiento. Es así, que se convirtió en un referente ecuatoriano por su célebre frase, “mi pluma 
lo mató” haciendo referencia al asesinato de García Moreno frente a sus escritos.  
24 Constitución Política de la República del Ecuador, publicada en el Diario de la Convención Nacional el 31 
de marzo de 1878. Nota:  art. 17 numeral 8.  
25 Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial 262 del 24 de diciembre 
1906. Nota: art. 26 numeral 15.  
26 Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial 138 del 26 marzo de 
1929. Nota:  art. 151 numeral 12. 
27 Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial 228 del 06 marzo de 
1945. Nota:  art. 141 numeral 10. 
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Es básicamente el hecho de la regulación del periodismo en cuanto a los intereses 

nacionales lo que se destaca de la Constitución mencionada previamente. Es así que los 

legisladores anunciaron que aquellos periodistas que no respetaran el servicio social, respeto 

y apoyo al Estado, tendrían secuelas por lo publicado bajo su cuidado. Añadiendo que las 

autoridades no podrán ejercer un poder mayor al otorgado, ninguna está facultada para 

suspender o clausurar periódicos e incluso incautar las publicaciones realizadas por estos 

medios.28 

Luego, el artículo 141 numeral 10, protegió a los periodistas señalando que ninguno 

puede ser perseguido por delitos de prensa o encarcelado sin que antes se haya demostrado 

que pueden responder legalmente por el proceder de sus acciones. El contenido vertido que 

haya afectado a una persona natural o jurídica, manteniéndose en el marco legal, puede ser 

rectificado de manera gratuita, por cualquier medio pertinente.29 

Dando un salto en el tiempo,30 tomaremos en referencia la Constitución de 2008, la 

cual se encuentra vigente hasta el momento. Como hemos explicado, el derecho de libertad 

de expresión ha sido garantizado de manera diferente en cada una de las constituciones, 

evolucionando con el pasar del tiempo. Desde 2008, el mencionado derecho se encuentra 

bajo la denominación “Derechos de libertad”.31 Este se garantiza para todos y cada uno de 

los habitantes del Estado ecuatoriano; por lo tanto, cualquier manifestación de pensamiento, 

expresión u opinión es una garantía básica de las personas, forma parte de la participación 

social y se difunde a través de los medios de comunicación. 

Además del desarrollo normativo constitucional, el derecho a la libertad de expresión 

está regulado por la Ley Orgánica de Comunicación, promulgada en el año 2011, como 

consecuencia de la mencionada consulta popular realizada.  En el artículo 11 se tipifica la 

acción afirmativa correspondiente al Estado, esta lo obliga a facilitar el ejercicio del derecho 

de comunicación a grupos humanos que se encuentren en condiciones de desigualdad real. 

                                                      
28 Ibíd. 
29 Ibíd.  
30 Cabe mencionar que después de la Constitución de 1945 hasta antes de la Constitución de 2008, el texto legal 
sobre la libertad de pensamiento y opinión son similares. No difieren en una manera relevante como para hacer 
énfasis en las mismas. 
31 Constitución de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial 449 del 20 de octubre de 2008. 
Nota: art. 66 numeral 6. 
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Les permite expresarse en medios de comunicación durante el tiempo que dure su condición, 

sin generar ventajas sino únicamente colocando a todos los ciudadanos en situación de 

igualdad. Es así como en el 2019, se ratificó esta postura e incluso se incluyó un inciso que 

menciona la estimulación que debe existir en los medios de comunicación para el uso de 

idiomas ancestrales.32 

La Ley en cuestión, además de regular las bases del derecho, también determina su 

alcance. Es por esto que el artículo 17 estipula quiénes son aquellos que pueden practicar 

actividades periodísticas, y concluye en que no son sólo los individuos que ejercen la 

profesión, sino toda persona que por su experticia en otra materia o por mera voluntad ha 

creado su propio espacio de opinión. Al fin y al cabo, el derecho a la libertad de expresión 

incluye no solo la difusión de información sino también la recepción de ésta a través del 

medio de comunicación que se prefiera, sin ser molestado debido a sus opiniones. De igual 

manera, esta propagación de información tiene sus límites establecidos dentro de esta misma 

ley, por ejemplo, están prohibidos los mensajes publicitarios a favor de la guerra o cualquier 

materia relacionada con el odio a grupos como a la patria, a la raza o a la religión.33 Esto se 

debe a que este tipo de contenido motiva a la violencia o al cometimiento de ilícitos en contra 

de otro grupo. 

Y si bien hay limitantes respecto a qué pueden y qué no pueden difundir los 

ciudadanos, también se determina hasta qué punto las autoridades pueden o no pueden hacer 

algo respecto a lo que desean comunicar las personas, es decir, el uso de su poder se encuentra 

regulado. Por esto, el artículo 18 explícitamente veta la posibilidad de censura previa; los 

servidores públicos carecen de potestad para aprobar o desaprobar cualquier contenido antes 

de que este sea difundido y esto la ley lo expone sumamente claro. Asimismo, el artículo 21 

reconoce la democratización de la comunicación e información, la cual se basa en que los 

servidores públicos deben procurar que haya igualdad de alcance a la creación y participación 

de todas las personas en los medios, principalmente, dentro del derecho de réplica o respuesta 

contemplado en el artículo 24. Este consiste en que si una persona considera que se ha 

difundido información que por consecuencia haya afectado sus derechos de reputación, 

dignidad y honra, tiene la posibilidad de responder dicho contenido de forma gratuita con la 

                                                      
32 Ley Orgánica de Comunicación, promulgada en el Registro Oficial 22 del 25 de junio del 2013, art. 11. 
33 Ibíd, art. 17. 
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misma forma utilizada por la persona que lo ofendió, es decir dentro del mismo medio, con 

las mismas características de dimensión, espacio, horario, etc. Esto debe realizarse en el 

término de 72 horas o en las próximas 3 programaciones, a partir de la solicitud escrita 

planteada por la persona afectada”.34  

Por otro lado, a pesar de que la regla general para el ejercicio de los medios de 

comunicación es la libertad de expresión, este derecho se restringe o limita en varias 

situaciones, tal como ocurre con el contenido de odio anteriormente mencionado. Existen, 

también, otros motivos que se encuentran contemplados por la Ley Orgánica de 

Comunicación. Por ejemplo, el artículo 19 menciona la existente responsabilidad ulterior que 

acarrean las personas naturales o jurídicas por difundir contenido que lesione derechos; en 

este caso el derecho de una persona se limita en el momento en el que traspasa el derecho de 

alguien más, motivo constitucionalmente aceptado para restringirlo. También se prohíbe la 

libertad de expresión respecto a las comunicaciones con terceras personas que no han dado 

su consentimiento para difundir tanto sus conversaciones como videos o fotografías, pero se 

excepciona de este caso a las investigaciones encubiertas que son previamente ordenadas por 

un juez competente.35 

Y así como hay limitantes para el ejercicio del derecho de libertad de expresión y 

comunicación tanto para los ecuatorianos como para las autoridades estatales, la ley también 

contempla formas en las que dichos personajes pueden ejercer un control mutuo que verifique 

que ambas partes cumplan con el correcto ejercicio de este.  

Para dar cumplimiento a lo mencionado, se les reconoce, a los ciudadanos, en el 

artículo 38, formas organizativas como las asambleas, veedurías y observatorios, entre otras. 

Y para que el Estado ejerza su control se creó el Consejo de Regulación, Desarrollo y 

Promoción de la Información y Comunicación, entidad que posee varias facultades. El 

artículo 49 de la misma ley las menciona y entre ellas se encuentra: regular el contenido de 

la prensa que incluya violencia, temas sexuales o discriminatorios, determinar franjas 

                                                      
34 Ibíd.  
35 Esta y otras actividades reprimidas dentro del ejercicio de libertad de expresión, son incluso tipificadas como 
delitos en el Código Orgánico Integral Penal. Su artículo 178 sanciona por el delito de violación a la intimidad 
a: “La persona que, sin contar con el consentimiento o la autorización legal, acceda, intercepte, examine, 
retenga, grabe, reproduzca, difunda o publique datos personales, mensajes de datos, voz, audio y video, objetos 
postales, información contenida en soportes informáticos, comunicaciones privadas o reservadas de otra 
persona por cualquier medio será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años...”   
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horarias, promocionar programas educacionales y culturales, monitorear los contenidos 

presentados, entre otras.36 

Las franjas a las que hace referencia el artículo anterior se encuentran posteriormente 

explicadas en el artículo 65. “Se establece tres tipos de audiencias con sus correspondientes 

franjas horarias, tanto para la programación de los medios de comunicación de radio y 

televisión, incluidos los canales locales de los sistemas de audio y video por suscripción, 

como para la publicidad comercial y los mensajes del Estado”.37  

La primera franja es la familiar, es apta para todo público, por ende, su programación 

tiene clasificación “A” y tiene una duración desde las 06h00 hasta las 18h00. La siguiente es 

aquella de responsabilidad compartida, pues se compone de personas de 12 a 18 años siempre 

y cuando tengan supervisión de adultos. Su programación es de clasificación “A” y “B” y 

transcurre desde las 18h00 hasta las 22h00. Y finalmente la última franja es para adultos, su 

transmisión se dirige a personas mayores de edad con una programación “A”, “B” y “C” 

desde las 22h00 hasta las 06h00. Específicamente, el contenido violento es permitido en la 

programación “B” y “C” y el sexual en la “C”.38 

Estas restricciones impuestas por el órgano legislativo dentro de la Ley Orgánica de 

Comunicación tienen como finalidad el cuidado y protección de los ciudadanos. No obstante, 

existen otras limitaciones creadas principalmente para que el gobierno tenga control de 

ciertas situaciones. Esto ocurre, por ejemplo, en el artículo 77, en el que se suspende el 

derecho de la libertad información, y por ende, también de expresión, por parte los medios 

de comunicación. Dichos límites se imponen bajo la condición de que haya sido declarado 

un estado de excepción que contenga, fundamentado por escrito, la estricta necesidad de 

suspender dicho derecho con sus motivos y el plazo que durará.39 Asimismo, se suspende la 

publicidad engañosa, pues así lo indica el artículo 69 en concordancia con la Ley Orgánica 

de Defensa al Consumidor que establece en su artículo 6 como publicidad prohibida a aquella 

que induzca al error a sus receptores para la adquisición de un bien o servicio.40  

                                                      
36 Ley Orgánica de Comunicación, promulgada en el Registro Oficial 22 del 25 de junio del 2013, arts. 38 y 49. 
37 Ibíd, art. 65. 
38 Ibíd. 
39 Ibíd, art. 77 
40 Ley Orgánica de Defensa al Consumidor, promulgada en el Registro Oficial del 21 del 10 de julio del 2010. 
Nota: art. 6.  
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Las disposiciones mencionadas en el párrafo anterior tienen como finalidad controlar 

el contenido de los medios de comunicación, lo cual genera tanto ventajas como desventajas. 

Por un lado, se imponen limitaciones con el objetivo de no causar pánico en la ciudadanía 

por el poder mediático. Pero, asimismo, estas regulaciones no permiten que los ciudadanos 

se expresen con total libertad respecto a lo que ocurre en el país. Aunque, el comunicado 

especial del gobierno al momento de la promulgación de esta ley, indicaba que estas 

normativas solo buscan controlar los medios, sin oprimir a los ecuatorianos, permitiéndoles 

expresarse libremente, pero con ciertas limitaciones. 

 

IV. CASO DIARIO LA HORA 

Para ejemplificar el alcance del derecho de libertad de expresión en nuestro país, es 

interesante revisar el caso del Diario La Hora. En el año 2012, el Estado ecuatoriano presentó 

una acción de protección en contra de una supuesta vulneración de derechos constitucionales 

por un artículo publicado por dicho diario, titulado “71 millones en propaganda”,41 nota 

relacionada con los gastos en publicidad efectuados por el gobierno de aquel entonces.  

El artículo contenía información acerca de las cifras referentes al gasto del gobierno 

nacional en campaña publicitaria, según los datos reportados por el centro de monitoreo de 

la Corporación Participación Ciudadana (CPC), cifras que fueron desestimadas por el 

Subsecretario de la Administración Pública mediante un oficio dirigido al diario, 

solicitándole que rectifique la información publicada; sin embargo, La Hora no lo hizo y el 

Estado tomó acciones legales en su contra.42 

En las decisiones del tribunal de primera instancia y de alzada se refirieron al Estado 

como titular del derecho a la honra, basando su argumento en que una información agravante 

o inexacta puede ocasionar en la honra o la intimidad de una persona, sea esta natural o 

jurídica, o sea al propio Estado (…);43 confirmando así la vulneración de derechos alegada 

por el accionante.  

                                                      
41 Diario La Hora, 71 millones en propaganda, 2012. Véase: 
https://www.lahora.com.ec/noticia/1101405426/7120millones20en20propaganda20, consulta 10/09/2020. 
42 Corte Constitucional del Ecuador. Acción de protección iniciada por el Subsecretario Nacional de la 
Administración Pública, patrocinado por funcionarios públicos de la Secretaría Nacional Jurídica de la 
Presidencia de la República, a nombre de la Función Ejecutiva y el. CASO No. 282-13-JP, Quito: s.n., 4 de 
septiembre de 2019, p. 4, consulta 15/09/2020. 
43 Corte Constitucional del Ecuador. Acción de protección iniciada por el Subsecretario Nacional de la 
Administración Pública, patrocinado por funcionarios públicos de la Secretaría Nacional Jurídica de la 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 16. Volumen 8. Enero-junio 2021.  PP. 177-196. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

190 

 

La sentencia se enfoca básicamente en dos aspectos, por un lado, señala que el Estado 

no es titular de derechos fundamentales ligados con la dignidad humana y, por lo tanto, no 

puede argumentar daño al honor o intimidad.   

Dentro de su interpretación, la Corte Constitucional recoge que “invocar una supuesta 

protección de la libertad de expresión como justificación para restringir tal derecho, resulta 

incompatible con la garantía del efectivo ejercicio de la libre expresión en su doble 

dimensión”44 esto se debe en gran medida a que no se pudo demostrar que existió una clara 

lesión al honor o reputación ajena y, siendo el honor un derecho exclusivo de personas 

individuales, no era posible justificar la tutela de tal derecho frente a la acción realizada por 

el medio de comunicación.  

Por otro lado, introdujo estándares internacionales en materia de libertad de expresión 

a la jurisprudencia constitucional, lo que permite definir importantes conceptos y dotar de 

mayor fortaleza a la legislación nacional, sin menoscabar la jurisprudencia vinculante 

establecida en la sentencia de la Corte Constitucional que permite mejorar la interpretación 

jurisprudencial de casos posteriores.45  

Sin embargo, la sentencia de la Corte Constitucional marca un precedente realmente 

importante al no sólo respaldar a los medios de comunicación a publicar su información sin 

temor a represalias, sino que, además, permite aclarar el debate entre el derecho de libertad 

de expresión y la capacidad del Estado de entorpecer el trabajo periodístico.  

De esta manera, el precedente de la Corte Constitucional ecuatoriana permite 

interpretar de forma eficaz los estándares internacionales en relación con la labor de los 

medios de comunicación dentro de una sociedad democrática como la ecuatoriana.   

Dentro de este contexto, la Corte Constitucional llegó a la conclusión de que se 

vulneró el derecho a la libertad de expresión estipulado en el artículo 66 numeral 6 de la 

Constitución de la República de Ecuador. Con respecto a los estándares internacionales 

mencionados anteriormente, podemos encontrar dentro de la misma línea la protección a la 

libertad de pensamiento y de expresión en el artículo 13 de la CADH. 

                                                      
Presidencia de la República, a nombre de la Función Ejecutiva y el. CASO No. 282-13-JP, Quito: s.n., 4 de 
septiembre de 2019. 
44 Ibíd, p. 22. 
45 Ibíd, p. 30. 
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En la sentencia antedicha, la Corte Constitucional del Ecuador toma en consideración 

lo expresado en la Corte IDH, en donde se estipula que el bien común desprende la mayor 

probabilidad de información y es precisamente el pleno ejercicio del derecho a la expresión 

lo que la favorece, por esta razón - explica la Corte IDH- resulta un sinsentido decir que 

limitar la libertad de expresión es un medio para garantizarla, ya que significaría desconocer 

el carácter radical e intrínseco del mencionado derecho.46 

Algo importante que estipula la Corte IDH y que se menciona en la sentencia del 

Diario La Hora, es que, establecer una restricción del derecho a la libertad de expresión a 

favor de una supuesta garantía de corrección y veracidad de información que llega a la 

población, por parte de un Estado, puede ser una fuente indiscutible de grandes abusos y, por 

lo tanto, puede llegar a violar el derecho a la información de esa misma población. 

 

V. CASO REVISTA VISTAZO 

La consulta popular que cambió las reglas del juego en el Ecuador en cuanto al ejercicio del 

derecho a la libertad de pensamiento y expresión, no solo fue un hito por las limitaciones y 

regulaciones que la misma ciudadanía ecuatoriana aceptó, sino que, fue el tema central de 

una conflictiva publicación que desencadenó una serie de hechos que terminaron siendo 

conocidos ante la Corte Constitucional del Ecuador. 

Pocos días antes de la consulta popular del 7 de mayo del 2011, Revista Vistazo, a 

través de un editorial, dio a conocer su opinión sobre las preguntas que serían formuladas a 

los ecuatorianos en las urnas. Frente a esto, cinco organizaciones afines al partido político 

“Alianza País”, encabezado en ese entonces por el Presidente Rafael Correa, presentaron 

denuncias contra Editores Nacionales S.A. ENSA, asegurando que se habían cometido las 

infracciones electorales previstas en los numerales 2 y 3 del artículo 277 de la Ley Orgánica 

Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador (Código de la 

Democracia).47  

El Tribunal Contencioso Electoral (TCE), al que le correspondía conocer de estos 

casos, en una primera instancia resolvió desestimar por improcedentes las denuncias 

presentadas contra ENSA, mediante sentencia del 12 de diciembre del 2012; sin embargo, 

                                                      
46 Ibíd, p. 30. 
47 Sentencia de la Corte Constitucional (SCC), No. 1651-12-EP/20 (2 de septiembre de 2020, ponente: Nuques 
T.), p. 2. 
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ante la interposición de un recurso de apelación, el pleno del TCE, a través de sentencia de 

fecha 26 de septiembre del 2012, declaró a ENSA responsable de la infracción48 contemplada 

en el artículo 277, numeral 2 del Código de la Democracia,49 imponiendo una multa de USD 

80.000. ENSA, consciente de sus derechos vulnerados en la resolución de la sentencia de 

segunda instancia, presentó una acción de protección que fue admitida por la Corte 

Constitucional el 4 de julio del 2013.50 

Dentro de la demanda de acción de protección, la parte actora, ENSA, enlista en sus 

alegatos varios derechos que le fueron violentados en el fallo de segunda instancia del 

Tribunal Contencioso Electoral, entre los que se encuentra el derecho a la libertad de 

expresión, siendo este argumento en específico el que se analizará.  

ENSA puntualizó que la resolución del TCE es contraria a la libertad de expresión al 

procurar retirar de circulación una revista con propaganda electoral (a pesar de no ser este su 

caso), siendo ese actuar improcedente de acuerdo a los artículos 13.1 y 13.2 de la CADH51 

y, según fallos de la Corte IDH, el mero intento de retirar de circulación publicaciones, 

constituye una vulneración al derecho objeto de análisis.52 Es así como ENSA fundamenta 

que no hubo nada inadecuado en su proceder, puesto que, también se trataba de una editorial, 

es decir, un espacio donde se comparte la opinión del autor, no tratándose de ninguna 

propaganda electoral. De esta manera, los actos impugnados resultan contrarios a la 

Constitución, pues, bajo esta no se contempla ninguna prohibición a emitir opiniones.53 

Dentro de la sentencia expedida por la Corte Constitucional del Ecuador se analizó si 

la resolución y el auto impugnados donde se sanciona electoralmente a la Revista Vistazo 

                                                      
48 Ibíd, pp. 2-3. 
49 Art. 277 Código de la Democracia: “Art. 277.-Constituyen infracciones por parte de los medios de 
comunicación social, las siguientes: (...) 2. La difusión de propaganda política o electoral, pagada o gratuita, 
ordenada por personas distintas al Consejo Nacional Electoral”. (N. Este artículo fue reformado en el Registro 
Oficial Suplemento 134 del 3 de febrero de 2020). 
50 Ibíd, p. 3. 
51 Art. 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos: “Art. 13. Libertad de Pensamiento y de 
Expresión. 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende 
la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, 
ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a 
responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para 
asegurar: a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b) la protección de la seguridad 
nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”.  
52 Sentencia de la Corte Constitucional (SCC), No. 1651-12-EP/20 (2 de septiembre de 2020, ponente: Nuques 
T.) p. 9. 
53 Ibíd. p. 10. 
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violan el derecho a la libertad de expresión. En esta sentencia pudo observarse cómo la Corte 

Constitucional toma como referencia análisis previos de la Corte IDH. Se explica que el 

derecho a la libertad de expresión y pensamiento debe de ser protegido, ya que se lo vincula 

con el desarrollo de la democracia, y si una sociedad no se encuentra informada, no será libre. 

La protección del derecho va a abarcar la dimensión individual y social que tiene este; 

además, debe de ser simultánea, implicando la protección de los medios de comunicación, 

puesto que, estos son el vehículo de difusión de dicha información, y si los medios fueran 

obstaculizados, se afectaría directamente a la dimensión social que posee el derecho a la 

libertad de expresión.54 

También se resalta que el derecho analizado cobra una real importancia durante 

periodos electorales, pues los ciudadanos necesitan de un pluralismo informativo para que 

puedan ejercer efectivamente sus derechos políticos de elegir y poder ser elegido. Por esto, 

cuando se protege el derecho en un contexto electoral, deben de estar incluidos los votantes, 

organizaciones políticas y medios de comunicación. Al hacer referencia a los medios de 

comunicación, como es el caso de Revista Vistazo, estos cumplen con una función de 

información al público, realizando un seguimiento a partidos políticos, siendo este un 

mecanismo de control dentro del proceso de elecciones. El Estado tiene la obligación de 

minimizar las restricciones que se hacen con respecto a la circulación de información, sin 

embargo, este derecho sí puede llevar responsabilidades que deben de estar previstas por la 

ley, siempre que aseguren el respeto a derechos o reputación de las personas, la protección 

de la seguridad nacional, la salud, el orden y moral pública.55 

La Corte Constitucional afirma que los jueces del TCE interfirieron de manera 

arbitraria en el derecho a la libertad de expresión. Además, explican que en la protección a 

este derecho también se incluyen aquellas ideas que puedan llegar a chocarle al Estado. Por 

lo que, aun así, el editorial de la Revista Vistazo haya incomodado al Estado, al no seguir su 

misma línea de pensamiento, estaría igualmente protegido para de esta manera garantizar el 

pluralismo. Es más, debió de tener una protección reforzada ya que forma parte de un 

discurso de interés público.56 

                                                      
54 Ibíd, pp. 33-34. 
55 Ibíd, pp. 34-36. 
56 Ibíd, pp. 40-41. 
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Como se mencionó anteriormente, la libertad de expresión sí puede tener 

responsabilidades si al ser limitada se persigue una legalidad, legitimidad e idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad. Sin embargo, al hacer el test tripartito, correspondiente a la 

sanción de Revista Vistazo, se pudo observar que no existía legalidad alguna debido a que se 

utilizaron leyes de manera retroactiva. Tampoco existía legitimidad debido a que la sanción 

no se basó en ninguno de los fines que ya han sido mencionados previamente como el respeto 

a los derechos, la moral pública, entre otros.  Asimismo, se menciona que vulnerar este 

derecho en medio de un proceso electoral se lo toma como una intromisión por parte del 

Estado. Por último, la idoneidad, necesidad y proporcionalidad tampoco existió debido a que 

en el test los dos primeros elementos estuvieron carentes.57  

Por todo lo expuesto anteriormente, la Corte Constitucional determinó que es 

importante la existencia de un debate democrático donde circulen las ideas libremente de 

candidatos y partidos políticos, para de esta manera poder cuestionar sobre la idoneidad de 

ellos y de sus propuestas y así las personas puedan tener una idea clara al momento de votar. 

Es por esto que la libertad de expresión se relaciona tanto con los derechos políticos. Si se 

prohíben publicaciones en medios de comunicación no se estaría protegiendo a los electores, 

sino que se estaría silenciando a actores políticos, medios de comunicación e inclusive a la 

opinión crítica de gobiernos de turno. La sentencia fue expedida en septiembre del 2020 y se 

declara la vulneración del derecho a la libertad de expresión por parte del Tribunal 

Contencioso Electoral hacia la Revista Vistazo.58 

 

VI. CONCLUSIONES 

A lo largo del presente trabajo se desarrollaron conceptos esenciales sobre el derecho a la 

libertad de pensamiento y expresión, a través de definiciones plasmadas en normativa 

nacional e internacional, al igual que, en jurisprudencia relevante, las cuales permitieron 

ejemplificar de manera eficaz la aplicación de los conceptos encontrados.  

Mediante el repaso de hechos que han marcado la historia legislativa ecuatoriana, se 

ha observado la entrada en vigencia de Constituciones que desarrollaron el derecho a la 

                                                      
57 Ibíd, pp. 42-45. 
58 Ibíd, pp. 47-49. 
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libertad de expresión y opinión progresivamente. Actualmente, el alcance de este derecho se 

encuentra tipificado en la CADH, ratificada por Ecuador.  

Analizando la jurisprudencia de la Corte Constitucional ecuatoriana, la cual se basa 

en precedentes de la Corte IDH, ha sido posible demostrar el alcance de este derecho. 

Precisamente era este el objetivo que se trató de figurar en pequeñas cápsulas de análisis 

casuísticos en este trabajo. Casos como el de Diario La Hora y Revista Vistazo, han marcado 

un precedente histórico que se alinea con los estándares internacionales.   

Estos estándares internacionales establecen la importancia de la protección a la 

libertad de expresión y pensamiento, tanto de manera individual como colectiva, en razón de 

que son esenciales para mantener el criterio independiente de cada ciudadano. Gracias a estos 

precedentes es posible evaluar la importancia de la libertad de expresión en un Estado 

constitucional y democrático de derecho, atribuyéndole la protección que merece.   
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